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LXI

LEGISLATURA

H. CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA
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Congreso del Estado Independiente, 

Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza
“2018, AÑO DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN DE COAHUILA”


	



Dictámenes correspondientes a la Décima Cuarta Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Primer Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

29 de mayo del año 2018.
Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, donde solicita la validación del acuerdo aprobado por dicho Ayuntamiento, para que se autorice a celebrar un contrato de concesión para proporcionar el servicio de agua potable, drenaje y alcantarillado, tratamiento, reúso y disposición de aguas residuales con la Empresa Redes Hidráulicas de la Laguna S.A de C.V., exclusivamente para el Desarrollo Pabellón Iberoamérica, en la ciudad de Torreón, Coahuila, por una vigencia de veinticinco años, con objeto de buscar tener la eficacia que corresponde a la mayor calidad y cobertura social más completa posible para que el servicio se preste con eficiencia y satisfacer las necesidades de la población en el consumo de agua potable y alcantarillado


B.- Dictamen presentado por la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 297 del Código Financiero para los Municipios de Coahuila de Zaragoza, que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, mediante la cual se propone establecer un plazo para que los Ayuntamientos remitan ante esta Soberanía su Presupuesto de Egresos una vez aprobado.
C.- Dictamen presentado por la Comisión de Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se propone reformar los artículos 48, 89, 93 y 109 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García”, del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), mediante la cual propone modificar el término de sesiones secretas por el de sesiones privadas.

D.- Dictamen presentado por la Comisión de Igualdad y no Discriminación, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman diversas disposiciones de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar, que presentan las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Andrés S. Viesca", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, mediante la cual se propone reconocer la diversidad de los tipos de familias, por lo que se deberán considerar sus circunstancias particulares en la elaboración e implementación de las políticas públicas que se emprendan para la prevención, asistencia y atención de la violencia familiar, a efecto de proteger a todas y todos sus integrantes. 

E.- Dictamen presentado por la Comisión de Igualdad y no Discriminación, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se modifica el contenido de la fracción VII del Artículo 8 y el contenido del artículo 38 de la Ley de Igualdad entre Hombres y Mujeres en el Estado de Coahuila de Zaragoza, que presenta la Diputada Blanca Eppen Canales, conjuntamente con los Diputados del Grupo Parlamentario “Del Partido Acción Nacional”, mediante la cual propone modificar los términos de igualdad entre mujeres y hombres y de política estatal de igualdad.

DISPENSA DE TRÁMITE LEGISLATIVO EN RELACIÓN A TRES SOLICITUDES DE LICENCIA

Por acuerdo de la Junta de Gobierno, se informa que con respecto a las solicitudes de licencia presentadas por los ciudadanos Lorenzo Menera Sierra y Manuel Rodríguez Muro, Regidores del Ayuntamiento de Piedras Negras, el ciudadano Horacio Piña Ávila, Regidor del Ayuntamiento de Matamoros y la ciudadana María de los Ángeles Navarro Valdés, Regidora del Ayuntamiento de Allende, Coahuila de Zaragoza, mismas que fueron dadas a conocer mediante informes de correspondencia, los integrantes de dicho órgano de gobierno con fundamento en lo dispuesto en el artículo 63 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, proponen dispensar los trámites establecidos en la Ley Orgánica del Congreso y en la propia Constitución Local, para que de así considerarlo la mayoría de las y los Diputados presentes,  posterior a su aprobación pasemos a la discusión y, en su caso, aprobación de las referidas solicitudes de licencia y sus respectivas sustituciones. 

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Presidente Municipal de Torreón, Coahuila de Zaragoza, donde solicita la validación del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento, para que se autorice a celebrar un Contrato de Concesión para proporcionar el Servicio de Agua Potable, Drenaje y Alcantarillado, Tratamiento, Reúso y Disposición de Aguas Residuales con la Empresa Redes Hidráulicas de la Laguna S.A. de C.V., exclusivamente para el Desarrollo Pabellón Iberoamérica, en la ciudad de Torreón, Coahuila, por una vigencia de veinticinco años, con objeto de buscar tener la eficacia que corresponde a la mayor calidad y cobertura social más completa posible para que el servicio se preste con eficiencia y satisfacer las necesidades de la población en el consumo de agua potable y alcantarillado.
RESULTANDO

PRIMERO. Que, en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso, de fecha 17 de enero de 2018se dio cuenta la mencionada Iniciativa y turnada a esta Comisión de Finanzas, para su estudio y dictamen.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, conforme a lo dispuesto en los artículos 91, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza.

SEGUNDO. Que conforme a lo dispuesto en el artículo 158-U, fracción V, de la Constitución Política del Estado, y en el artículo 102, fracción II numeral 2, del Código Municipal para el Estado de Coahuila, los ayuntamientos están facultados para otorgar concesiones para el uso, aprovechamiento y explotación de los bienes inmuebles del dominio público municipal y de los servicios públicos.

TERCERO. Que el día 16 de noviembre de 2017, los miembros de la Comisión del Agua del municipio de Torreón, Coahuila, recibieron la documentación para su análisis, discusión y en su caso aprobaron la concesión proporcionar el Servicio de Agua Potable, Drenaje y Alcantarillado, Tratamiento, Reúso y Disposición de Aguas Residuales exclusivamente para el Desarrollo Pabellón Iberoamérica, en la ciudad de Torreón, Coahuila, con la Empresa Redes Hidráulicas de la Laguna S.A. de C.V., por una vigencia de veinticinco años, aprobado por mayoría de votos, con objeto de buscar tener la eficacia que corresponde a la mayor calidad y cobertura social más completa posible para que el servicio se preste con eficiencia y satisfacer las necesidades de la población en el consumo de agua potable y alcantarillado.
CUARTO. Que, del análisis realizado a la documentación remitida por el Presidente Municipal y el Secretario del R. Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, se adjunta acta de cabildo de fecha 22 de marzo de 2018, donde se aprobó por unanimidad del cabildo celebrar un Contrato de Concesión para proporcionar el Servicio de Agua Potable, Drenaje y Alcantarillado, Tratamiento, Reúso y Disposición de Aguas Residuales con la Empresa Redes Hidráulicas de la Laguna S.A. de C.V., exclusivamente para el Desarrollo Pabellón Iberoamérica, en la ciudad de Torreón, Coahuila, por una vigencia de veinticinco años, con objeto de buscar tener la eficacia que corresponde a la mayor calidad y cobertura social más completa posible para que el servicio se preste con eficiencia y satisfacer las necesidades de la población en el consumo de agua potable y alcantarillado, cabe mencionar que en el contrato, se desprende que se satisfacen los requisitos establecidos en el Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en sus artículos 234 al 241 y demás aplicables del mismo ordenamiento.
TERCERO. Que atento a lo dispuesto por el artículo 302 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila, esta Comisión de Finanzas considera que es procedente validar el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento en este caso, ya que el contrato de la mencionada concesión compromete al Municipio por un plazo mayor al periodo de la actual administración municipal, en tanto que, por otra parte también procede validar dicho acuerdo, aprobado por el mismo Ayuntamiento, en base a lo dispuesto por el artículo 158-U, fracción IV, numeral 4 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, ya que ha observado en todo momento las disposiciones aplicables.

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Torreón, Coahuila de Zaragoza, para autorizar celebrar un Contrato de Concesión para proporcionar el Servicio de Agua Potable, Drenaje y Alcantarillado, Tratamiento, Reúso y Disposición de Aguas Residuales con la Empresa Redes Hidráulicas de la Laguna S.A. de C.V., exclusivamente para el Desarrollo Pabellón Iberoamérica, en la ciudad de Torreón, Coahuila, por una vigencia de veinticinco años, con objeto de buscar tener la eficacia que corresponde a la mayor calidad y cobertura social más completa posible para que el servicio se preste con eficiencia y satisfacer las necesidades de la población en el consumo de agua potable y alcantarillado.
ARTÍCULO SEGUNDO. La concesión que se refiere el artículo anterior, se sujetará a los términos del contrato de concesión que se celebre para su formalización, así como a lo establecido en el Título Sexto: De los Servicios Públicos Municipales, Capítulo VII: De la Concesión de Servicios Públicos, del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza y en las demás disposiciones aplicables.

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SEGUNDO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
Congreso del Estado de Coahuila, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de mayo de 2018.
POR LA COMISION FINANZAS DE LA LXI LEGISLATURA
	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO 

	Dip. Lucia Azucena Ramos Ramos
Coordinadora

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Gabriela Zapopan Garza Galván
Secretaria  


	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Zulmma Verenice Guerrero Cázarez

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN COTRA



	Dip.  Rosa Nilda González Noriega

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández 

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA



	Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda

	A FAVOR

ABSTENCIÓN

EN CONTRA




Dictamen de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 297 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por  la Diputada María Esperanza Chapa García, Diputada Lucía Azucena Ramos Ramos, Diputada Josefina Garza Barrera, Diputado Samuel Rodríguez Martínez, Diputada Graciela Fernández Almaraz, Diputada Verónica Boreque Martínez González, Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Diputado Jesús Berino Granados, Diputado Jaime Bueno Zertuche, Diputada Diana Patricia González Soto, del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 06 del mes de abril del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, la iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 297 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada María Esperanza Chapa García, Diputada Lucía Azucena Ramos Ramos, Diputada Josefina Garza Barrera, Diputado Samuel Rodríguez Martínez, Diputada Graciela Fernández Almaraz, Diputada Verónica Boreque Martínez González, Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Diputado Jesús Berino Granados, Diputado Jaime Bueno Zertuche, Diputada Diana Patricia González Soto, del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 94, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforma el artículo 297 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por  la Diputada María Esperanza Chapa García, Diputada Lucía Azucena Ramos Ramos, Diputada Josefina Garza Barrera, Diputado Samuel Rodríguez Martínez, Diputada Graciela Fernández Almaraz, Diputada Verónica Boreque Martínez González, Diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, Diputado Jesús Berino Granados, Diputado Jaime Bueno Zertuche, Diputada Diana Patricia González Soto, del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El Presupuesto de Egresos municipal es un documento normativo, que representa de manera ordenada y clasificada los gastos que el Ayuntamiento debe realizar en un año para cumplir con sus funciones y una vez aprobado obliga a efectuar solamente las erogaciones que estén contempladas en el mismo.

Este documento normativo, permite a los ayuntamientos no solo prever los recursos financieros necesarios para la administración municipal, sino ejercer cabalmente la actividad financiera del ayuntamiento.

Además permite al Poder Legislativo, por conducto de la Auditoría Superior del Estado, ejercer la función de vigilancia, evaluación y control del gasto público municipal, mediante la revisión de las cuentas públicas que se realiza a los municipios, ya que se verifica que se apliquen correctamente los recursos y se cumpla con los objetivos y metas trazadas en los programas y planes de desarrollo de acuerdo a los indicadores aprobados en el presupuesto.

Uno de los propósitos de la fiscalización superior, es la comprobación de que los Ayuntamientos, se ajustaron a su Ley de Ingresos, a su Presupuesto de Egresos, así como a otros ordenamientos legales aplicables; del mismo modo tiene por objeto evaluar el desempeño en el cumplimiento de los planes y programas, con base en los indicadores aprobados en el presupuesto, así como verificar si su ejecución se ajustó a los términos y montos aprobados en sus presupuestos respectivos.

De ahí la importancia de que los presupuestos de egresos sean elaborados cada vez con una mejor calidad de información y sean presentados en tiempo para que constituyan una herramienta que permita lograr un control eficaz del gasto público municipal, al momento de que se lleve a cabo la revisión de las cuentas públicas de los Ayuntamientos.

Coahuila ha sido reconocido por el Instituto Mexicano de la Competitividad A.C. (IMCO), en la evaluación que viene realizando desde el año 2009, sobre la calidad de la información presupuestal de los Municipios sobre la base de un catálogo de buenas prácticas, logrando en el 2016 y 2017 que los 38 Municipios del Estado obtuvieran el 100% de promedio de cumplimiento en el IIPM (Índice de Información Presupuestal Municipal).

Sin embargo, es importante seguir avanzando en la incorporación de mejores prácticas en el ejercicio del gasto público y en la mejora legislativa, a fin de que propiciar el cumplimiento de las obligaciones de los actores que participan desde la etapa de presupuestación.

El artículo 102, fracción V, punto 3 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, establece que a los Ayuntamientos les corresponde, en materia de hacienda pública municipal, discutir, analizar y aprobar a más tardar el día 31 de diciembre de cada año, el Presupuesto de Egresos de su municipio que regirá durante el ejercicio fiscal siguiente, el cual debe ser publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Al Presidente Municipal, como órgano ejecutivo de los Ayuntamientos, le compete mandar publicar en la gaceta oficial del municipio o en el periódico oficial del Gobierno del Estado, el presupuesto de egresos, es una obligación que se encuentra contemplada en los artículos 104, inciso E), fracción I del Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza y 276 del Código Financiero para los Municipios de Coahuila de Zaragoza.

El artículo 297 del Código Financiero para los Municipios de Coahuila de Zaragoza, señala que una vez que el Cabildo apruebe el Presupuesto de Egresos para el ejercicio fiscal respectivo, el Ayuntamiento tiene la obligación de remitir al Congreso del Estado una copia del presupuesto aprobado, así como del acta de la sesión en que se aprobó, para su conocimiento y efectos de seguimiento y revisión de la cuenta pública.

No obstante de existir esta obligación para los Ayuntamientos, solo algunos son los que cumplen con este mandato, ya que al prescindir de un plazo o fecha límite para remitirlo a esta Soberanía, se convierte en una obligación retardada y poco exigible; es precisamente hasta que el órgano superior de fiscalización va iniciar sus acciones de revisión de la cuenta pública y les solicita evidencia del cumplimiento de esta obligación, cuando envían este documento normativo.

Es por ello que la presente Iniciativa, plantea reformar el artículo 297 del Código Financiero para los Municipios de Coahuila de Zaragoza, con el objeto de establecer una fecha límite para que los Ayuntamientos remitan ante esta Soberanía su presupuesto de egresos una vez aprobado y cumplan con esta obligación.

Y toda vez que la fecha límite para que los ayuntamientos aprueben el Presupuesto de Egresos de su municipio es a más tardar el 31 de diciembre del año anterior a su ejercicio, se propone otorgarles un mes de plazo para que envíen al Congreso del Estado, copia del mismo y del acta de la sesión de Cabildo en la que se aprobó, es decir, que tienen hasta el 31 de enero del año inmediato posterior a su aprobación para que cumplan con esta obligación.

TERCERO.- Los integrantes de esta Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, nos abocamos al estudio de la presente iniciativa, mediante la cual se propone establecer un plazo para que los Ayuntamientos remitan ante esta Soberanía su Presupuesto de Egresos una vez aprobado.

En virtud de lo expuesto por los promoventes, coincidimos en que es necesario que los presupuestos de egresos sean elaborados cada vez con una mejor calidad de información, además de que sean presentados en tiempo para que constituyan una herramienta que permita lograr un control eficaz del gasto público municipal, al momento de que se lleve a cabo la revisión de las cuentas públicas de los Ayuntamientos.

Es por ello, que los integrantes de esta comisión dictaminadora, consideramos oportuno reformar el artículo 297 del Código Financiero para los Municipios de Coahuila de Zaragoza, con lo cual se establece la fecha límite para que los Ayuntamientos remitan ante esta Soberanía su presupuesto de egresos una vez aprobado y cumplan con esta obligación.

Si bien es cierto, los presupuestos son un indicadores de la política a seguir en cuanto a la obtención de ingresos, y la relación estimada de los costos, gastos y egresos, así como un instrumento de planificación, que permite alcanzar ciertos objetivos en un plazo determinado de tiempo, su importancia radica en una eficaz y ordenada planeación y avocación al cumplimiento de los procedimientos requeridos por los instrumentos legales, y ello sin lugar a duda se reflejará en una administración pública más eficaz.

En virtud de las consideraciones que anteceden, es que estimamos pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma el artículo 297 del Código Financiero para los Municipios de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 297. Aprobado el presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal respectivo, el ayuntamiento, deberá remitir copia del mismo y del acta de sesión en que se aprobó al Congreso del Estado para su conocimiento y efectos de seguimiento y revisión de la cuenta pública, a más tardar el 31 de enero del año inmediato posterior.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente decreto se publicará en el Periódico Oficial del Estado y entrará en vigor el día primero de diciembre del año 2018.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Dip. Juan Antonio García Villa, (Coordinador), Dip. Lucía Azucena Ramos Ramos (Secretaria), Dip. María Eugenia Cázares Martínez, Dip. Elisa Catalina Villalobos Hernández, Dip. Claudia Isela Ramírez Pineda y Dip. Emilio Alejandro de Hoyos Montemayor. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 14 de mayo de 2018.
COMISIÓN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA

	NOMBRE Y FIRMA
	VOTO
	RESERVA DE ARTÍCULOS

	DIP. JUAN ANTONIO GARCÍA VILLA
(COORDINADOR)
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. LUCÍA AZUCENA RAMOS RAMOS
(SECRETARIA)


	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. MARÍA EUGENIA CÁZARES MARTÍNEZ

	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. SAMUEL RODRÍGUEZ MARTÍNEZ
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. ELISA CATALINA VILLALOBOS HERNÁNDEZ

	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP. CLAUDIA ISELA RAMÍREZ PINEDA
	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	

	DIP.  EMILIO ALEJANDRO DE HOYOS MONTEMAYOR

	A FAVOR
	EN CONTRA
	ABSTENCIÓN
	SI
	CUALES

	
	
	
	
	
	


DICTAMEN de la Comisión de Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a la iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se propone reformar los artículos 48, 89, 93 y 109 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso, el día 20 de marzo del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas, la iniciativa con Proyecto de Decreto relativa a la reforma a los artículos 48, 89, 93 y 109 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García” del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), mediante la cual se propone modificar el término de sesiones secretas por el de sesiones privadas.
SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la Oficialía Mayor de este H. Congreso del Estado turnó a la Comisión de Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas la iniciativa a que se ha hecho referencia, para efectos de estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión de Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas, es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 102 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
SEGUNDO.- Que la iniciativa con proyecto de Decreto en la que se propone reformar los artículos 48, 89, 93 y 109 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por la Diputada Elisa Catalina Villalobos Hernández, del Grupo Parlamentario “Presidente Benito Juárez García” del Partido Movimiento de Regeneración Nacional (MORENA), con objeto de modificar el término de sesiones secretas por el de sesiones privadas, se basa en la siguiente 

E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S

Como ya lo señalé en la sesión pasada, el artículo 109 del Código Municipal establece que las sesiones de las comisiones de los Ayuntamientos “no podrán ser públicas”. La redacción del vigente artículo 109 no deja lugar a dudas o interpretaciones: Se trata de una prohibición absoluta que resulta inadmisible y no creo que se deba razonar mucho para arribar a la conclusión de que debemos reformarla porque es contraria a la cultura de transparencia. 

Así como los ciudadanos tienen derecho a acudir a las sesiones del cabildo, sin más limitación que el espacio disponible y la obligación de guardar compostura, conduciéndose con respeto y sin intervenir en las deliberaciones, de la misma manera, tienen el derecho de presenciar las sesiones de las comisiones del ayuntamiento.

Por esa razón se propone reformar el artículo 109 para establecer que las sesiones de las comisiones serán públicas.

Sin embargo, la norma general debe admitir excepciones. En efecto, pueden presentarse circunstancias que hagan necesario que la sesión deba celebrarse de manera privada. Por ello se propone incluir un segundo párrafo que señale: “Sólo por situaciones excepcionales debidamente acreditadas y con el voto de por lo menos las dos terceras partes de sus integrantes, las comisiones podrán celebrar sesiones privadas. En todo caso, deberán quedar consignadas, en el acta que al efecto se levante,  las razones y hechos que motivaron la necesidad de celebrar la sesión con ese carácter.”

Es decir, se establece que por regla general las sesiones de las comisiones deberán ser públicas, pero se deja la posibilidad de que se puedan celebrar sesiones privadas para lo cual deberán cubrir tres requisitos: Primero, que se trate de situaciones excepcionales debidamente acreditadas; segundo, que el acuerdo para celebrar la sesión privada sea aprobado por los votos de, por lo menos, las dos terceras partes de los integrantes de la comisión; y tercero, que quede constancia de todo ello en el acta respectiva. Es decir, solo cumpliendo estos requisitos, la sesión privada de la comisión, será válida y legal.

La excepción a la regla general también se justifica porque, ante situaciones excepcionales plenamente acreditadas y que impidan la celebración de una sesión pública, las comisiones podrán celebrar sesión privada y cumplir con sus funciones, esto es, se garantiza la funcionalidad de las comisiones en estos casos.

Las reformas que se proponen a los artículos 48, 89 y 93 tienen que ver con eliminar el término de “sesiones secretas” y sustituirlo por el de “sesiones privadas”. En realidad, el cambio de secretas a privadas no altera, bajo ninguna circunstancia, las facultades y prerrogativas de los ayuntamientos pero, en cambio, si favorece la cultura de la transparencia.

Según el Diccionario de la Lengua Española, secreto es “oculto, ignorado, escondido y separado de la vista o del conocimiento de los demás”. Por su parte, el Diccionario Universal de Términos Parlamentarios, hace la siguiente reflexión “No obstante la amplitud con la que se regulan y admiten las sesiones secretas, cada vez es más difícil justificar ante la opinión pública, por razones obvias, el tratamiento parlamentario reservado y secreto, pues se aduce en contra de esta práctica, justificadamente, que en una democracia parlamentaria todo debe ser ventilado a cielo abierto, sin desconocer que en algunas ocasiones puede imponerse la razón de estado y el interés superior de la Nación, y forzar el desahogo sigiloso de los asuntos. Por último, en la práctica parlamentaria mexicana se da la paradoja de que, concluida una sesión pública y determinado el inicio de otra secreta, se ordena a todos los que no son legisladores a abandonar el salón de sesiones, pero el Presidente exceptúa de esta obligación a los reporteros y demás integrantes de los medios de comunicación, con quienes existe, claro, un convenio tácito de guardar reserva,” Fin de la cita que aparece en la página 659 de la segunda edición de esta obra, publicada por la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión.

A esta práctica, de sustituir las sesiones secretas por las privadas ha recurrido, por ejemplo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación,  que después de celebrar sus sesiones públicas de resolución, por lo general, convoca a sesiones privadas donde delibera y resuelve asuntos que, por su naturaleza, deben abordarse con reserva.

Así las cosas, cambiar el término de secretas a privadas, en nada perjudica las atribuciones de los ayuntamientos y, al contrario, contribuye a eliminar términos que alientan percepciones de opacidad.

Ahora bien, el artículo 93 establece tres tipos de asuntos que deben tratarse en sesión secreta que, de prosperar esta iniciativa, deberán ser sesiones privadas. Yo no tengo ningún problema con las dos primeras fracciones donde se consignan los asuntos graves que alteren el orden público y las comunicaciones que “con nota de reservado” dirijan al ayuntamiento los poderes legislativo, ejecutivo y judicial, aunque me genera duda que alguna vez, por lo menos en tiempos de paz, haya existido alguna comunicación “con nota de reservado” que se hubiese dirigido a los ayuntamientos.

Sin embargo, no estoy de acuerdo con la fracción III del artículo 93 cuando dispone que deben ser materia de estas sesiones, y cito: “Las solicitudes de licencia y de remoción de servidores públicos municipales que hayan sido nombrados por el Ayuntamiento.” No existe ninguna razón para que las solicitudes de licencia no sean tratadas en las sesiones públicas del ayuntamiento. Lo mismo ocurre tratándose de las remociones de los servidores públicos nombrados por el ayuntamiento. En primer lugar, no todos los servidores públicos de la administración municipal son nombrados por el ayuntamiento, sino sólo aquellos a que se refieren los numerales 5 y 6 de la fracción II del artículo 102 del Código Municipal. En segundo lugar, la remoción de esos funcionarios no puede ser arbitraria o discrecional y deberá sujetarse a las formalidades del debido proceso. Es decir, el ayuntamiento que lo nombró estará obligado a otorgarle el derecho de audiencia y respetarle las garantías para su defensa. Por último, la remoción de un funcionario, así como las causas que la motivaron, no puede ser un hecho que se oculte en lo oscurito o se barra debajo de la alfombra, sino que deben ser materia de información pública, siempre y cuando sea genuino nuestro compromiso de acabar con la opacidad, la impunidad y la corrupción.

Por ello se propone derogar la fracción III del artículo 93 del Código Municipal.  

TERCERO.- Conforme al artículo 32 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, las competencias de los ayuntamientos se ejercen a través del mismo ayuntamiento como órgano colegiado, del presidente municipal, de los regidores, o de los síndicos, y de las comisiones especializadas.

Al inicio de las administraciones municipales, en el periodo de instalación, se determina la integración de las comisiones que considere esenciales para su efectiva organización administrativa interna y para el ejercicio adecuado de sus atribuciones.

Es precisamente en el seno de las comisiones, como órganos de trabajo del Ayuntamiento, en donde se estudia, analiza y se dictaminan los asuntos que les son encomendados o de acuerdo al ramo administrativo especializado que le corresponde a cada comisión en particular. Ese dictamen que emiten es puesto a consideración y en su caso aprobación del Ayuntamiento.

El Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, establece cuatro Comisiones: la de Hacienda, Patrimonio y Cuenta Pública; la de Planeación, Urbanismo y Obras Públicas; la de Transparencia y Acceso a la Información y la de Reglamentación, asignándole a cada una de ellas funciones en particular.

En las comisiones ya señaladas, así como en aquéllas especiales que pudieran crearse, se conocen los temas relativos al ramo o materia de que se trate y su funcionamiento se realiza mediante sesiones, que como ya se señaló anteriormente, consiste en examinar, debatir y llegar a acuerdos sobre los asuntos que les son turnados, así como vigilar las acciones de las diferentes dependencias, organismos y entidades de la administración municipales y para municipales. 

En ese contexto, es importante destacar que en dichas sesiones de comisiones pueden derivar acuerdos y dictámenes que incluyen información que, por su naturaleza o proceso deliberativo, deba ser protegida conforme las disposiciones de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza o de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Coahuila de Zaragoza, por lo cual consideramos que debe cambiarse el sentido de la redacción del artículo 109 de la iniciativa planteada, toda vez que las sesiones de las comisiones no pueden ser del todo públicas, por lo que ya se señaló, pues en las comisiones atienden asuntos cuya información puede contener datos personales, proyectos de particulares, inversiones o que formen parte de un proceso deliberativo; esto no significa que se pretenda mantener en lo oculto, ya que finalmente cuando el asunto se resuelva, se presenta ante el Ayuntamiento y las sesiones de Cabildo son públicas. 

Esa es la razón por la que, la actual redacción del artículo 109 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, señala que las sesiones de las comisiones no podrán ser públicas, no por ser contrario al principio de transparencia, sino precisamente para salvaguardar que la toma de decisiones no afecte los derechos de particulares, evitando que se revele de manera anticipada información correspondiente a datos personales, de proyectos o inversión de particulares. 

En cuanto a los demás artículos de la iniciativa planteada, coincidimos en que el término de “sesiones privadas” es más adecuado que el de “sesiones secretas” y sustituirlo si favorece la cultura de la transparencia, principalmente en la percepción del ciudadano.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de la Comisión de Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, estiman pertinente emitir y poner a consideración del H. Pleno del Congreso, el siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO. Se reforman los artículos 48, 89, 93 y 109, y se deroga la fracción III del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:  

Artículo 48. En virtud de su investidura de servidores públicos, los integrantes del ayuntamiento deberán actuar invariablemente en función del bien público municipal, con lealtad, honestidad y respeto a la ciudadanía. Asimismo, deberán guardar la reserva y discreción debida, en relación con los asuntos tratados en las sesiones privadas.
Artículo 89. Las sesiones que celebre el ayuntamiento podrán ser ordinarias o extraordinarias; normales o solemnes, y públicas o privadas.

Artículo 93. En general todas las sesiones serán públicas; el ayuntamiento deberá disponer de un local adecuado para los ciudadanos que deseen asistir. Son materia de sesión privada:

I. Los asuntos graves que alteren el orden y la tranquilidad pública del municipio.

II. Las comunicaciones que con nota de reservado dirijan al Ayuntamiento, los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

III. Derogada.

Artículo 109. Las sesiones de las comisiones podrán ser públicas, cuando la divulgación de la información de los asuntos que traten no afecte a particulares y no se encuentre dentro de la información que deba ser protegida conforme las disposiciones de la Ley de Acceso a la Información Pública para el Estado de Coahuila de Zaragoza o de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Coahuila de Zaragoza.

TRANSITORIOS

Primero. El decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado; y

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan al presente decreto.
Así lo acuerdan las Diputadas y Diputados integrantes de la Comisión de Asuntos Municipales y Zonas Metropolitanas de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 21 de mayo de 2018.
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DICTAMEN de la Comisión de  Igualdad y no Discriminación, de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una  Iniciativa de Decreto por el cual se reforman diversas disposiciones de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar; cuya propuesta es reconocer la diversidad de los tipos de familias, por lo que se deberán considerar sus circunstancias particulares en la elaboración e implementación de las políticas públicas que se emprendan para la prevención, asistencia y atención de la violencia familiar, a efecto de proteger a todas y todos sus integrantes; planteada por la diputada Lilia Isabel Gutiérrez Burciaga, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional. 
RESULTANDO
PRIMERO. -  Que en Sesión celebrada por el Pleno el día 11 de abril del año 2018, se acordó turnar a la Comisión de Igualdad y no Discriminación, la iniciativa de decreto por el cual se reforman diversas disposiciones de la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar”. 
SEGUNDO. - Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la Iniciativa fue turnada a esta  Comisión para efectos de estudio y dictamen en fecha 12 de Abril de 2018. 
TERCERO. - Que conforme a lo dispuesto en el Artículo  103, fracción IX  de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, esta comisión es competente para dictaminar sobre dicha propuesta; y
CONSIDERANDO
PRIMERO. - Que  la Iniciativa de reforma de Reforma, se basa en establecer en  la ley de la materia el reconocimiento a la diversidad de los tipos de familias, por lo que se deberán considerar sus circunstancias particulares en la elaboración e implementación de las políticas públicas que se emprendan para la prevención, asistencia y atención de la violencia familiar.
……………

SEGUNDO. -   Que la iniciativa mencionada se funda en las siguientes consideraciones:
“….. La familia constituye un elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene como propósito, la convivencia estable de sus miembros, su ayuda mutua, y la satisfacción de las necesidades de subsistencia y como base de la sociedad, participa en la transición de los modelos sociológicos. 
En ese sentido, las familias son organizaciones dinámicas que se adaptan a los cambios demográficos, sociales, económicos y culturales que, continuamente, se presentan en la sociedad.
 A lo largo de la historia, sus integrantes se han agrupado para formar estructuras capaces de enfrentar los desafíos propios de cada época y comunidad en que han vivido, con el objetivo de asegurar su subsistencia y seguridad. 
Por ello, los tópicos referentes a familia, y las relaciones entre sus integrantes, se han ido introduciendo cada vez más en los debates para la construcción de políticas públicas, en gran medida debido a la crítica feminista de la política social, pero también porque la propia familia se ha vuelto problemática que sin duda trasciende del ámbito privado al social. 
En efecto, si bien existe un reconocimiento del derecho a la vida privada, esto no es óbice para afirmar la obligación del Estado, y de la sociedad, de atender las problemáticas que se dan en esa organización social que es la familia y que de alguna forma pueden vulnerar los derechos humanos de sus integrantes. 
Para tal efecto, es indispensable tener en cuenta además, que aquel estereotipo de familia en el que se la conceptualizaba como la unión de un hombre y una mujer en matrimonio, con hijas e hijos, ha evolucionado hasta reconocer la existencia de una gran diversidad de grupos de personas unidas por otro tipo de vínculos y afectos diferentes del matrimonio.
”
“El modelo parsoniano, en el que la familia nuclear de la post-guerra aparecía como una institución tremendamente estable e impermeable a los cambios, en las últimas décadas ha sufrido grandes transformaciones en su estructura.

La presente iniciativa pretende introducir esta situación en la Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar, a fin de visualizar la existencia de otros modelos familiares, y consecuentemente, de miembros distintos a padres e hijos, donde pueden convivir otras personas como abuelas o abuelos que pueden ser personas adultas mayores, o bien otras niñas, niños y adolescentes sin que necesariamente exista una relación de padres a hijos y que pueden ser personas receptoras de maltrato familiar de otra naturaleza. 
Mediante la iniciativa de reforma que se propone, se reconoce la diversidad de los tipos de familias, por lo que se deberán considerar sus circunstancias particulares en la elaboración e implementación de las políticas públicas que se emprendan para la prevención, asistencia y atención de la violencia familiar, a efecto de proteger a todas y todos sus integrantes. 
La presente iniciativa tiene por objeto, además, introducir de forma expresa la prohibición de cualquier maltrato como instrumento educativo o de formación, lo que es acorde a las recomendaciones realizadas por el Comité de los Derechos del Niño al Estado mexicano.

Finalmente, presenta una serie de modificaciones en disposiciones que hacen uso de términos como menor, menores o personas de la tercera edad, para sustituirlos por la terminología adecuada de niñas, niños y adolescentes, así como personas adultas mayores...…” 
TERCERO. -  Analizada la iniciativa de reforma, encontramos aciertos en sus objetivos generales, que son concordantes con la política nacional en la materia y, con los criterios más recientes sobre el mismo tema planteados por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relacionados con los principios de igualdad y no discriminación contenidos en el artículo 1o. de la Constitución General.
Asimismo, revisamos otras legislaciones estatales, encontrando que algunas de ellas han transitado hacia reformas que incluyan a la familia en su conceptualización más amplia conforme a los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Desde luego, nos encontramos  con legislaciones de la materia que, a pesar de los criterios de nuestro Máximo Tribunal, mantienen el concepto tradicional de familia.
Por otra parte, revisamos el resto de los contenidos de la Inicitiva de reformas, analizando la constitucionalidad, la viabilidad, la concordancia con los criterios de la Suprema Corte y con otros parámetros que deben considerarse al momento de aprobar una reforma de ley, como el sentido de la redacción, la estructura de la reforma, etc.

Es importante resaltar que esta Comisión comparó las reformas de propuesta con otras nueve legislaciones estatales de la materia, es decir, buscando los artículos que, en dichos ordenamientos, establecen contenidos “similares”. Y nos encontramos con que, todas presentan redacciones muy variadas, de contenidos que difieren de modo notable, pero todos, obviamente, son válidos y constitucionales. 
Además, esta dictaminadora estima prudente ajustar los artículos 11, 17, 22 y 32 del Decreto, ya que estos, en su párrafo inicial no presentan reforma alguna, y por técnica legislativa deben estar punteados, ajuste que ha realizado esta dictaminadora.
De igual modo, establecimos las líneas punteadas que deben colocarse al pasar de un artículo a otro cuando el siguiente no es consecutivo al anterior.

Asimismo, consideramos que, en los sucesivo, por el contenido de las reformas y sus alcances, deberán ajustarse otros ordenamientos del estado, como La Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos, Ley para la Familia y demás que deban armonizarse a estos contenidos para establecer la concordancia necesaria entre todas las leyes relacionadas con dichos conceptos y textos reformados de este decreto, por lo que establecimos un transitorio para tales efectos.

CUARTO. – Por lo anteriormente, los integrantes de esta Comisión, tenemos a bien presentar al Pleno para su aprobación el presente:
Decreto
Único: Se aprueba la iniciativa presentada por la diputada Lilia Isabel Gutiérrez, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario Gral. Andrés S. Viesca”, del Partido Revolucionario Institucional, para quedar como sigue:
ARTÍCULO ÚNICO: Se reforman los artículos 1, 2, 3, la fracción VI del artículo 17, el artículo 20, la fracción VIII del artículo 22 y la II del artículo 32, los artículos 35 y 38, la fracción II del artículo 55, así como los artículos 6., 66 y 77, para quedar como siguen:
Artículo 1. Las disposiciones contenidas en la presente ley son de orden público e interés social y tienen por objeto establecer las bases y procedimientos para prevenir la violencia en las familias; asistir y atender integralmente a las personas receptoras de la violencia familiar y, en su caso, promover los tratamientos y las sanciones de las personas generadoras de la misma, de conformidad con las disposiciones jurídicas correspondientes, con el fin de erradicar la violencia familiar en el estado.

Se reconoce la diversidad de los tipos de familias, por lo que se deberán considerar sus circunstancias particulares en la elaboración e implementación de las políticas públicas que se emprendan para la prevención, asistencia y atención de la violencia familiar, a efecto de proteger a todas y todos sus integrantes.   
La unidad familiar, la igualdad de género, la igualdad de derechos y deberes de los cónyuges o de la pareja, de las hijas y de los hijos; así como la protección de las niñas, niños y adolescentes, de las mujeres, de las personas con discapacidad y de las personas adultas mayores, constituyen principios fundamentales para la aplicación e interpretación de esta ley. 
Artículo 2. Las autoridades de la administración pública estatal y de los municipios del estado de Coahuila de Zaragoza, en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán instrumentar políticas públicas coordinadas, bajo un enfoque de derechos humanos, para la prevención, asistencia y atención de la violencia familiar, como elemento indispensable para el desarrollo de las niñas, niños y adolescentes, de las mujeres, de las personas con discapacidad y de las personas adultas mayores.
Los bienes jurídicos tutelados por la presente ley son: la integridad, la preservación y el desarrollo integral de todas las personas integrantes de las familias.
Artículo 3. Ninguna forma de maltrato se encuentra justificada con motivo de la educación o formación de alguna de las y los integrantes de la familia.
Artículo 11.  Primer párrafo….

(…) 

VIII. “Separación provisional o preventiva del seno familiar”: La decretada por el Procurador de la Familia o por sus Delegados, tratándose de mujeres, niñas, niños y adolescentes, personas con discapacidad y adultas mayores, que sufran maltrato físico, mental, psicoemocional, verbal, por negligencia económico, incluyendo el abuso sexual en los términos de esta ley.
Artículo 17. Primer párrafo……

I a la V….

VI. Coordinar las acciones de concertación, defensa, protección, prevención y atención de la violencia, en particular la que afecta a las mujeres, niñas, niños y adolescentes, a las personas con discapacidad y a las personas adultas mayores.

Artículo 20. Es deber del Estado y sus autoridades resguardar a la familia como un espacio de afecto, seguridad y desarrollo, a cuyo efecto deberá implementar todas las medidas indispensables para impedir que en su seno se produzca cualquier forma de maltrato que afecte a sus miembros, así mismo brindará particular atención a las niñas, niños y adolescentes, a las mujeres, a las personas con discapacidad o de las personas adultas mayores, evitando que sean víctimas de la violencia familiar.

Artículo 22. Primer párrafo….

(…)

VIII. A través de programas como el de Escuela para Padres y el diseño de materiales educativos dirigidos a los miembros de las familias; impulsar estrategias para evitar la violencia familiar, poniendo especial atención a la que se ejerce contra las niñas, niños y adolescentes.
Artículo 32.  Primer párrafo….

(…)

II. Crear un cuerpo especializado, con enfoque de género, que preste auxilio y colabore con las autoridades y organismos públicos del Estado en los casos de violencia familiar.

El personal que conforme dicho cuerpo, deberá recibir capacitación especial y sensibilización en procedimientos de manejo de conducta de niñas, niños y adolescentes, mujeres, personas con discapacidad y personas adultas mayores.

Artículo 35. El Estado incentivará todas las iniciativas del sector privado y social, con miras a la creación de centros o establecimientos de asistencia, habilitación y rehabilitación para niñas, niños y adolescentes, mujeres, personas con discapacidad y de personas adultas mayores, que sufran violencia familiar.

Artículo 38. El ingreso de las niñas, niños y adolescentes, mujeres, personas con discapacidad y de personas adultas mayores a los centros o establecimientos, deberá ser objeto de un estudio socio-psicológico previo, del que deberá llevarse un seguimiento. En la atención y tratamiento se procurará mantener permanentemente la relación con los familiares del ingresado.

Artículo 55. Están obligados a informar, en un término no mayor de 24 horas, desde que tienen conocimiento de la existencia de una situación de violencia familiar, las siguientes personas o instituciones:

(…)

II. Los profesionales de la salud, educación y los directores de las instituciones hospitalarias y educativas; así como las personas dedicadas a labores de dirección, en instituciones o centros de atención y cuidado de niñas, niños y adolescentes, mujeres, personas con discapacidad y de personas adultas mayores.

Artículo 60. Toda autoridad administrativa, director o administrador de un hospital u otra institución de salud pública o privada, director de escuela o maestro, podrá asumir la protección de niñas, niños y adolescentes, mujeres, personas con discapacidad o de personas adultas mayores, cuando tenga motivo razonable para creer que ha sido víctima de violencia familiar. Esta protección no podrá exceder de 36 horas, excepción hecha de que por cualquier medio se produzca la intervención de un Juez de lo Familiar, en cuyos casos se estará a lo que éste disponga.

Artículo 66. La Procuraduría de la Familia proveerá de servicios de protección, directamente o mediante contratos o acuerdos con organismos e instituciones que los presten, a las niñas, niños y adolescentes, mujeres, personas con discapacidad o de las personas adultas mayores, que estén en riesgo sustancial de ser víctimas de la violencia familiar y no tengan domicilio o persona que se haga cargo de su cuidado.

Artículo 77. Cuando la persona afectada fuere niña, niño o adolescente, persona con discapacidad o adulta mayor, los hechos deberán ser denunciados por sus representantes legales, por el Ministerio Público, por el Procurador de la Familia, por sus Delegados o por quienes presidan las Unidades de Atención.
TRANSITORIOS

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Segundo.- En un plazo no mayor a cuarenta días, contados a partir de la entrada en  vigor del presente decreto, el Congreso del Estado realizará las adecuaciones a los ordenamientos  que guardan relación con las reformas aquí planteadas, a fin de establecer la concordancia y la armonización correspondiente.

Así lo acuerdan las Diputadas integrantes de la Comisión de Igualdad y no Discriminación de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila, a los 21 días del mes de Mayo de 2018.
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DICTAMEN de la Comisión de  Igualdad y no Discriminación, de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una  Iniciativa de Decreto por  LA CUAL SE REFORMA LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 8; Y EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 38  DE LA LEY DE IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES EN EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA; cuya propuesta es  modificar los términos de igualdad entre mujeres y hombres y de política estatal de igualdad; planteada por la diputada Blanca Eppen Canales, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del “Partido Acción Nacional”.  
RESULTANDO

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso del Estado el día 21 de marzo del año 2018, se acordó turnar a la Comisión de  Igualdad y no Discriminación, la  iniciativa de decreto con el objetivo de modificar los términos de igualdad entre mujeres y hombres y de política estatal de igualdad”. 
SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la mencionada 
Iniciativa  fue remitida a esta  Comisión para efectos de estudio y dictamen en fecha 22  de Marzo de 2018.

TERCERO.- Que conforme a lo dispuesto en el Artículo  103, fracción IX  de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, esta comisión es competente para dictaminar sobre dicha iniciativa; y

CONSIDERANDO

PRIMERO. - Que  la Iniciativa  del  promovente se basa en establecer en el ordenamiento  en cita  la reforma del concepto de igualdad entre mujeres y hombres del artículo 8, y agregar los lineamientos a considerar como parte de la política de desarrollo estatal en la materia en el artículo 38.
……………

SEGUNDO. -  Que la iniciativa mencionada se funda en las siguientes consideraciones:

“…Si bien el término armonización legislativa es de sobra conocido en los tiempos modernos, lo cierto es que, en la práctica, sus alcances adquieren a veces derroteros equivocados, y en otros supuestos se le tiene por un tema de fácil resolución en la idea de que se trata de un simple “empate” entre dos leyes de distinto rango.

En realidad, es un término que puede abordarse de forma precisa si se analiza desde la óptica de deber legislativo impuesto por una norma superior (Ley General, Constitución, Tratado Internacional…); y desde la naturaleza de su propia necesidad de ser, y en su caso, de las consecuencias en caso de no llevarse a cabo dicha armonización, para ello las siguientes líneas de análisis que los especialistas consideran importantes:

Armonizar no es copiarse al dedillo las disposiciones de una ley para plasmarlas en otra, excepto cuando se trata de términos precisos que no pueden ser modificados o reemplazados por otros, en cuestión de plazos que deben conservarse iguales y; en definiciones que tienen una sola fuente original, y, cuando se trata de las atribuciones de una entidad o servidor público.

Se trata de un proceso legislativo donde el texto que debe ser armonizado se ajusta en contenido y redacción al texto base o texto principal, pero con la libertad plena de parte del legislador que realiza la reforma, para adecuar los contenidos al texto principal, y por otra parte, a las necesidades reales de su entorno, como es el caso de una ley estatal que debe ser armonizada con una Ley General.

En un segundo supuesto, el legislador puede ir más allá y perfeccionar el texto principal, introducir más y mejores contenidos, figuras innovadoras, y conceptos y procedimientos no contemplados en el texto principal.”

En este contexto, la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, contiene disposiciones que aún no han sido armonizadas en el similar ordenamiento de nuestra entidad; y cito:

Artículo 5.- Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

….

IV. Igualdad de Género. Situación en la cual mujeres y hombres acceden con las mismas posibilidades y oportunidades al uso, control y beneficio de bienes, servicios y recursos de la sociedad, así como a la toma de decisiones en todos los ámbitos de la vida social, económica, política, cultural y familiar;

Artículo 17.- La Política Nacional en Materia de Igualdad entre mujeres y hombres deberá establecer las acciones conducentes a lograr la igualdad sustantiva en el ámbito, económico, político, social y cultural.

Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres en el estado de Coahuila de Zaragoza:

Artículo 8. Glosario.  

Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

…..

VIII.  Igualdad entre mujeres y hombres. La eliminación de toda forma de discriminación, en cualquiera de los ámbitos de la vida, que se genere por pertenecer a cualquier sexo, independientemente del origen étnico, edad, discapacidad, preferencia sexual, condición social, o económica, estado civil, condiciones de salud, embarazo, lengua, religión, opiniones o cualquier otra que tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o el ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades, así como la distribución de las obligaciones familiares. 

Artículo 38. Política estatal de igualdad. 

La política estatal deberá desarrollar acciones y establecer objetivos cuyo fin sea garantizar el derecho a la igualdad entre mujeres y hombres. 

Estas disposiciones deber ser armonizadas en nuestro texto local, de acuerdo al contenido de los artículos antes señalados, por las consideraciones siguientes:

I.- El concepto de igualdad entre mujeres y hombres del ordenamiento local se basa en la eliminación de la discriminación, concepto ya regulado en la ley de la materia, por ende, redundante e innecesario, además de no contemplar el sentido positivo y asertivo de la Ley General. 

II.- Los objetivos de la política estatal (artículo 38) no se encuentran armonizados con la Ley General en cuanto a alcances y líneas de acción.

Es por esto que ambas disposiciones deben ser ajustadas legislativamente a fin de cumplir con los fines ya señalados…” 

TERCERO. -  Analizada la iniciativa del promovente, salta a la vista que se trata de una propuesta de armonización de la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres en el Estado de Coahuila,  en relación a la Ley General de la materia. 

En este orden de ideas, cabe resaltar que la armonización legislativa debe entenderse como el proceso mediante el cual el derecho local debe asemejarse a las bases generales fijadas por el legislador federal, pero al mismo tiempo conservando la identidad propia como derecho local.

En este contexto, analizamos en forma minuciosa la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, concretamente en las referencias a que hace alusión la promovente de la iniciativa en su exposición de motivos, y confirmamos que tiene razón en cuanto al contenido de la fracción VIII del artículo 8 de la ley local de la materia, en relación al dispositivo 5, fracción IV de la Ley General.

Por otra parte, en relación al artículo 38, cabe mencionar que la propuesta de desarrollar o establecer los lineamientos correspondientes en este dispositivo, también es correcta, toda vez que forma parte de elementos que deben observarse en las leyes locales y, sumado a lo anterior, confirmamos el hecho al revisar las similares leyes de otras entidades federativas, apelando al derecho comparado, encontrando que estados como Nuevo León, Durango, Baja California Sur, Oaxaca y San Luis Potosí, en efecto, contienen un capítulo, y en otros casos un artículo que  desarrolla y plasma los lineamientos en materia de igualdad que forman parte de los deberes del estado en cada caso analizado.

CUARTO. – Por lo anteriormente señalado, los integrantes de esta Comisión, tenemos a bien presentar al Pleno del Congreso del Estado para su aprobación la presente Iniciativa con Proyecto de:
Decreto

Único: Se aprueba la iniciativa presentada por la diputada Blanca Eppen Canales, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del “Partido Acción Nacional”; para quedar como sigue:

ARTÍCULO ÚNICO: Se reforma la fracción VIII del artículo 8, y el contenido del artículo 38,  ambos de la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres  en el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 8…

I a la VII…

VIII.  Igualdad entre mujeres y hombres.  La participación del hombre y la mujer en igualdad de posibilidades y derechos en la vida civil, cultural, económica, política, social y familiar de la sociedad. 

IX a la XVIII….

Artículo 38. Política estatal de igualdad. 

La política estatal deberá desarrollar acciones y establecer objetivos cuyo fin sea garantizar la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres en los ámbitos económico, político, social, cultural y familiar.

La Política Estatal que desarrolle el Ejecutivo del Estado deberá observar los siguientes lineamientos:

I.- Hacer efectivos el derecho constitucional y el plasmado en los tratados internacionales en materia de igualdad;

II.- Establecer mecanismos para lograr en forma progresiva el cumplimiento de los objetivos del presente ordenamiento;

III.- Promover la igualdad de acceso y el pleno disfrute de los derechos sociales para las mujeres y los hombres;

IV.- Instaurar la transversalidad en la ejecución de las políticas públicas en materia de igualdad;

V.- Implementar los sistemas necesarios para garantizar el acceso al servicio público de mujeres y hombres en igualdad de circunstancias, posibilidades de desarrollo y ascenso, y con percepciones iguales en los cargos del mismo nivel.

VI.- Observar la integración del principio de igualdad de trato y de oportunidades en el conjunto de las políticas económica, laboral y social;

VII.- En coordinación con los poderes judicial y legislativo y, escuchando la opinión de los sindicatos del ramo, establecer los mecanismos necesarios para garantizar los mismos derechos establecidos en la fracción V para los trabajadores de la educación, y para los trabajadores al servicio de los poderes y dependencias de la entidad en los términos de los estatutos y leyes orgánicas correspondientes.

VIII.- Adoptar las medidas necesarias para buscar la erradicación de la violencia de género, la violencia familiar y todas las formas de acoso sexual y hostigamiento en la entidad.

IX.- Establecer mecanismos para garantizar la participación de las organizaciones de la sociedad civil en la promoción y vigilancia de la presente Ley;

X.- Promover por medio de la Secretaría de Educación del Estado la enseñanza de los valores y principios de la igualdad de género desde el nivel de preescolar hasta el profesional, Y;

XI.- Observar que la planeación presupuestal incorpore la perspectiva de género, apoye la transversalidad y prevea el cumplimiento de los programas, proyectos, convenios y acciones para la igualdad entre mujeres y hombres.

TRANSITORIO

Artículo Único. -  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Así lo acuerdan las Diputadas integrantes de la Comisión de Igualdad y no Discriminación de la Sexagésima Primera Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberado de Coahuila de Zaragoza, a los 21 días del mes de Mayo de 2018.
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� INMUJERES, Glosario de Género, 2010.


� Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Las familias y su protección jurídica, http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Programas/Ninez_familia/Material/trip-familias-juridicas.pdf


� Disponibles en: https://www.unicef.org/mexico/spanish/CRC_C_MEX_CO_4-5.pdf





